Comisión de Derechos Versión Taquigráfica N* 688 de 
Humanos 2006 


Carpeta N* 1103 de 2006 


COOPERACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
EN MATERIA DE 
LUCHA CONTRA EL GENOCIDIO, LOS CRÍMENES DE 
GUERRA Y 
DE LESA HUMANIDAD 


Normas 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 2 de agosto de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Daniela Payssé. 


MIEMBROS: Señora Representante Beatriz Argimón y señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo 
A. Espinosa, Gonzalo Novales y Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Doctor Oscar López Goldaracena. 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La señora Diputada Argimón y el señor Diputado Novales habían solicitado que la Comisión recibiera a la 
señora Ministra de Defensa Nacional, pero la fecha que habíamos coordinado coincidió con su venida a la 
Comisión de Defensa Nacional de la Cámara por la fuga del Coronel Gilberto Vázquez. Como la sesión de 
esa Comisión se extendió no pudimos recibirla nosotros, por lo que volvimos a coordinar su visita para el 
próximo miércoles 9 de agosto. 


Además, el señor Diputado Espinosa había solicitado que invitáramos al doctor Carlos Uriarte quien, 
obviamente, deberá venir con las autoridades del INAU; esa visita está pendiente de coordinación. 


Recibimos de UNICEF una nota en la que se nos pide que, conjuntamente con esa organización, hiciéramos 
públicas algunas consideraciones emanadas de grupos de trabajo que consideraron la aplicación del Código 
de la Niñez y la Adolescencia, políticas de infancia, etcétera; en estos grupos participaron representantes del 
Ministerio del Interior, del INAU, del Parlamento y de las organizaciones de la sociedad civil. El 21 de 
agosto, a la hora 18 y 30, en la Sala 15, se dará difusión a ese documento en el que se hace un punteo del 
análisis realizado; se hará una apertura y luego intervendrán los representantes de los tres sectores políticos 
que participaron -que son la señora Senadora Percovich, la señora Diputada Argimón y creo que el señor 


Diputado Washington Abdala-, además de integrantes de UNICEF y representantes de la sociedad civil. Si los 
señores Diputados están de acuerdo, podríamos hacer la convocatoria desde esta Comisión. 


(Apoyados) 


Entonces, se aprueba por unanimidad la realización de esta actividad. 


Además, UNICEF nos envió una nota informando que del 6 al 10 de noviembre se realizará en Uruguay un 
curso de capacitación denominado "Protección jurisdiccional de los derechos del niño" para Jueces, abogados 
y fiscales del Cono Sur. Nos dicen que, tratándose de los derechos humanos de los niños, niñas y 
adolescentes y teniendo presente la trascendencia que a nivel regional este curso representa, entienden 
posible y pertinente solicitar a esta Comisión el auspicio de la realización de este curso. Dado que esta 
Comisión ya ha auspiciado actividades de esta naturaleza, creo que podríamos darle trámite sin más 
discusión. 


(Apoyados) 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera saber cuál es el mecanismo para invitar, por ejemplo, a abogados del 
interior del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos tiempo de consultar con UNICEF, de generar la mayor difusión 
posible de esta actividad y, por supuesto, de hacer las coordinaciones necesarias para contemplar el 
planteamiento del señor Diputado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Le agradezco, porque me da la impresión de que no todos los profesionales 
que tienen interés en estos temas se enteran y pueden participar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece muy buena su reflexión, sobre todo, porque en general esto se 
hace con carácter muy capitalino y es bueno dar un toque de atención para que se involucre también la 
gente del interior del país. 


Por último quiero informar que recibimos una nota de la agrupación "Madres de la Plaza" solicitando ser 
recibidas por nuestra Comisión. Sé que este grupo será recibido mañana por la Comisión de Población y 
Desarrollo, pero de todas maneras plantearon la necesidad de concurrir a este ámbito. Si ustedes están de 
acuerdo, propongo que las incluyamos en la última sesión del mes, que es la que destinamos a recibir 
delegaciones, a efectos de no modificar demasiado el cronograma que teníamos planteado. 


(Apoyados) 


SEÑORA ARGIMÓN.- El señor Diputado Trobo me hizo saber que el próximo viernes una 
organización no gubernamental que trabaja en la República Bolivariana de Venezuela se entrevistará 
con algunos miembros de esta Cámara y, aunque sabe que ese día no se reúne nuestra Comisión, pensé 
que podrían ser recibidos por alguno de sus miembros o por la Mesa. Según consta en la nota que le 
hicieron llegar, estas organizaciones no gubernamentales se dirigen a la opinión pública a fin de 
presentar formalmente su posición sobre la información publicada relativa a la discusión en la 
Asamblea Nacional de un anteproyecto de ley sobre cooperación nacional. 


Quería dejar constancia en la versión taquigráfica que estas personas recorrerán los despachos de algunos 
parlamentarios y que nosotros los recibiremos. Entregaré a todos los compañeros de la Comisión el material 
que nos hicieron llegar -que todavía no he podido leer- a fin de que todos puedan contar con la información 
necesaria. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Aunque luego la señora Diputada nos remita el material, quisiera saber cuáles 
son las ONG de que se trata. 


Por otra parte, quiero recordarles que la Comisión ya recibió algunas delegaciones a pedido del señor 
Diputado Trobo y que la experiencia no fue muy alentadora; eran ONG vinculadas con la situación cubana. 
Lo menciono como antecedente a evaluar cuando se trata de este tipo de visita. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Son 62 organizaciones no gubernamentales que se denominan Organizaciones 
del Foro por la Vida; son las que suscriben la declaración y remiten el material que -reitero- aún no leí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está claro que hay quienes van a recibir a esa delegación. En lo personal, 
tengo la agenda cubierta para el viernes; por lo tanto, me excuso de concurrir. De todos modos, leeré el 
material que se nos envíe a efectos de saber qué dicen. 


(Ingresa a Sala el doctor Oscar López Goldaracena) 


La Comisión de Derechos Humanos recibe con mucho gusto y con mucha alegría al doctor Oscar 
López Goldaracena, quien expondrá sobre su proyecto de cooperación con la Corte Penal 
Internacional en lo que hace a delitos de lesa humanidad. 


Algunos miembros de esta Comisión conocemos el tema desde la presentación del anteproyecto de ley y 
también porque hemos seguido su trámite en la Cámara de Senadores, pero otros recién están poniéndose al 
tanto del contenido de esta iniciativa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Les agradezco que me hayan recibido; para mí es un honor estar 
aquí. Es la primera vez que debo comparecer ante la Comisión de Derechos Humanos, y lo que 
quisiera expresar en primer lugar es mi felicitación a la Comisión, a las Presidencias anteriores y a 
todos sus miembros por lo que ha significado la jerarquización de los derechos humanos a nivel 
parlamentario; ha sido una labor encomiable que la Comisión ha desarrollado desde su creación. Esto 
no lo digo solo a título personal; creo que es el sentir de las organizaciones no gubernamentales y de la 
sociedad civil. 


En segundo término, quisiera aclarar que mi intervención en este proyecto ha sido un poco fortuita. Nosotros 
no somos integrantes de ninguna cátedra de la Facultad ni somos profesores, aunque tuvimos nuestra 
incursión en la docencia hace muchos años. Nos dedicamos a estudiar estos temas desde hace más de veinte 
años y en marzo del año pasado la Subsecretaría del Ministerio de Educación y Cultura nos encomendó 
armonizar el Estatuto de Roma con la legislación interna. Entonces, abusando un poco del tiempo de los 
señores Diputados, quisiera comenzar historiando un poco sobre lo que fue el trámite del proyecto. 


El Estatuto de Roma, ratificado por Uruguay, crea una Corte Penal Internacional, con jurisdicción universal, 
para juzgar determinados delitos que considera crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra; 
se trata de juzgar individuos, no Estados. En este marco, establece una serie de principios: en primer lugar, la 
obligación de los Estados de juzgar y, en segundo término, la obligación de los Estados de cooperar con la 
Corte. Uruguay ratifica el Estatuto de Roma y a partir de entonces, como Estado, estamos obligados a 
implementar las medidas internas para tener una legislación compatible. 


Cuando se nos presentó este desafío -el 2 de marzo de 2005- se nos dio absoluta libertad para trabajar en este 
proyecto; eso también quiero recalcarlo. Lo primero que detectamos fue que Uruguay venía incumpliendo 
determinados convenios internacionales desde hacía muchísimos años. Por ejemplo, el país había ratificado 
la Convención contra el Genocidio en 1966 pero, hasta el día de hoy, no ha tipificado el delito de genocidio. 
Entonces, cuando uno comienza a ver ese tipo de disparidades entre la actuación internacional y la normativa 
interna, advierte que se plantea un doble desafío: no se trata solo de implementar el Estatuto de Roma sino de 
aprovechar esta instancia para incorporar una actualización mayor en el orden jurídico nacional. 


La Convención contra la Tortura establece para los Estados la obligación de tipificar el delito de tortura. En la 
Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada se establece lo mismo. El Estatuto de Roma 
tipifica estas acciones como crímenes de lesa humanidad cuando se dan en el marco de prácticas sistemáticas 
contra la población civil, o un ataque generalizado contra la población civil. Pero el Estatuto de Roma no 
refleja la totalidad de los avances del derecho internacional, y en esto quiero ser muy claro. 


El Estatuto de Roma, para lograr un consenso como tratado universal -a pesar de ello, hay muchos Estados 
que no lo han ratificado-, sacrificó determinados avances del Derecho Internacional. Por ejemplo, el caso del 
genocidio. La Convención sobre genocidio de 1951 y el Estatuto de Roma son similares; sin embargo, a nivel 
de la doctrina de Derecho Internacional de los derechos humanos, el genocidio cultural, el genocidio político, 
la intención de destruir un grupo con identidad propia por razones de género, de salud, etcétera, es algo que 
está admitido a nivel de la doctrina e, inclusive, de la jurisprudencia. Por ejemplo, en los casos que se 
llevaron a cabo en España en el proceso contra el general Pinochet, el genocidio trasciende su noción de 
eliminar un grupo nacional para pasar a ser una noción social, es decir, cualquier grupo con identidad propia 
que pretenda destruir podría calificarse como genocidio. ¿Por qué pongo este ejemplo? Porque lo que plantea 
el Estatuto de Roma es un estándar mínimo de protección. En los procesos de implementación nada impide - 
es más; se recomienda- ir más allá del Estatuto de Roma; nada impide a los legisladores o al Estado generar 
mayores garantías de derechos humanos. No se trata de incorporar por remisión exclusivamente sino ir más 
allá. Al punto que en materia de crímenes de guerra hay crímenes mucho mayores y diferentes de los que 
prevé el Estatuto de Roma, que surgen de Convenciones suscritas por Uruguay como las Convenciones de 
Viena, los protocolos adicionales, las convenciones para la proscripción de determinadas armas, las 
convenciones para la protección de bienes culturales. 


Entonces, cuando comenzamos a realizar esta labor nos dimos cuenta de que el trabajo era mucho más 
amplio que implementar el Estatuto de Roma y comenzamos a tratar de compatibilizar los distintos 
instrumentos internacionales. 


En mayo del año pasado se presenta un anteproyecto a la sociedad civil, al Gobierno, a los partidos políticos - 
algunos de los integrantes de la Comisión estuvieron presentes- y comienza un proceso de debate a nivel 
interno de la sociedad civil. Inclusive, muchas de las organizaciones dieron su expresa adhesión, otras 
sugirieron modificaciones. El proyecto se presenta en el Senado en noviembre del año 2005; no es idéntico al 
anteproyecto, tiene pequeños cambios, pero su estructura es básicamente la misma. Luego, en el proceso de 
discusión legislativa en el Senado se vuelve a escuchar a las organizaciones. Se escucha a la Suprema Corte 
de Justicia, a cátedras de la Facultad de Derecho y se van incorporando modificaciones, pero se sigue 
manteniendo la matriz de aquel anteproyecto. 


En vista del proyecto remitido por el Senado, debo decir que me asusta un poco que mi anteproyecto, que era 
un aporte para la discusión, se llegue a convertir en ley. Es una sensación muy rara para quien no es 
legislador pero, en definitiva, es un orgullo. En líneas generales, estamos de acuerdo con el texto que vino 
aprobado por el Senado. Todo proyecto es perfectible, y me quiero referir a dos o tres aspectos generales de 
estructura del proyecto para convencerlos de que es el adecuado y que si se llegara a abrir una discusión 
sobre algunos temas del proyecto, hay un momento en que hay que cerrar esa discusión, porque puede haber 
muchas opiniones diferentes hasta desde el punto de vista jurídico. Resalto el hecho de que haya sido 
aprobado por unanimidad en el Senado. 


El proyecto consta de tres partes. Una primera parte, que tiene que ver con los principios generales; una 
segunda parte, que tipifica crímenes y delitos y, una tercera parte, de cooperación con la Corte Penal 
Internacional. En el articulado se mantiene hasta la numeración original del anteproyecto, o sea que es muy 
fácil referirnos a estos temas. 


La primera parte establece, fundamentalmente, el derecho y el deber de juzgar, por parte del Estado 
uruguayo, los crímenes y delitos tipificados por el Derecho Internacional en esta ley y en el Estatuto de 
Roma. Esto es muy importante porque pasa a ser un principio de valoración jurídica ética del orden jurídico, 
es decir, que el derecho y el deber de juzgar este tipo de crímenes o este tipo de conductas pasa a ser un 
principio general. Incorpora, como una nueva división de los delitos, la noción de crímenes que hasta ahora 
no estaba incorporada. 


A veces, nos referimos a crímenes y delitos como si fuesen la misma cosa, y para el Derecho Internacional 
crimen es el concepto reservado para los delitos de mayor gravedad. Entonces, creo que nos hace bien 
diferenciarlo hasta conceptualmente. 


Este es un proyecto de crímenes y delitos. ¿Por qué? Porque tipifica crímenes y también tipifica delitos. 
Establece, fundamentalmente, los principios generales para el juzgamiento de los crímenes de lesa 
humanidad, y aquí no estamos inventando nada nuevo, o sea, estamos incorporando todas las Convenciones y 
principios del derecho consuetudinario con relación a crímenes de lesa humanidad: la imprescriptibilidad, la 


improcedencia de asilo o refugio, el no admitir eximentes de ningún tipo -la obediencia debida expresamente 
queda fuera- y la improcedencia de amnistía o similares. Podríamos decir que todos estos principios surgen 
de los principios de cooperación, identificación y castigo de los crímenes de guerra y lesa humanidad de 1973 
de Naciones Unidas y de las respectivas Convenciones con relación a la imprescriptibilidad de crímenes de 
guerra y lesa humanidad, aprobada por Uruguay, por ley, en el año 2001, y de las Convenciones contra la 
tortura y contra la desaparición forzada de personas, que especialmente dispone que no solamente las 
personas tienen el derecho sino el deber de no obedecer órdenes de este tipo, por ejemplo, en el caso de la 
obediencia debida. 


Creo que en la exposición de motivos están muy bien detallados los fundamentos, pero esta serie de 
principios son los que imperan en el proyecto. Al mismo tiempo se profundiza el principio de la obligación 
de juzgamiento. 


Esto es algo que aclaré en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado porque me parece muy 
importante. Si cualquier sospechoso de haber cometido estos delitos pasa por Uruguay -para decirlo en 
términos claros-, el Estado uruguayo tiene la obligación de tomar medidas. En el Senado se le hizo un 
agregado estableciendo: "en la medida en que exista semiplena prueba de haberse cometido esos delitos". Me 
parece que es garantista, estoy de acuerdo, pero esto no implica una jurisdicción universal. Acá quiero hacer 
una distinción. Existiría la tentación de decir que en Uruguay se van a poder juzgar todos los crímenes de 
guerra o los crímenes de lesa humanidad o genocidio, hayan ocurrido donde sea. No es esta la filosofía del 
proyecto. La obligación es juzgar -como dice el ámbito de aplicación de la ley en su artículo 4”- los crímenes 
y delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territorio de la República o en espacios sometidos 
a su jurisdicción, o los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por nacionales uruguayos, sean o no 
funcionarios públicos, civiles o militares, etcétera. 


Diversas Convenciones internacionales, fundamentalmente la del caso de la tortura y también el Estatuto de 
Roma, prevé la necesidad de que los Estados tomen medidas contra sospechosos de haber cometido estos 
delitos y resguarden, cierren las puertas y ventanas para que esta gente no se escape, no tenga el paraíso de 
impunidad. Eso no quiere decir que se vayan a juzgar acá. Para poner un ejemplo gráfico, si existe 
conocimiento de que un supuesto criminal de guerra se encuentra en territorio uruguayo y existe semiplena 
prueba de que pudiera ser responsable, o sea que hay elementos de convicción suficientes de que pudiera ser 
responsable, se aplica un procedimiento previsto en el proyecto por el cual el Estado uruguayo toma medidas 
e, inmediatamente, comunica al Estado de su nacionalidad, de su residencia o a la Corte Penal Internacional - 
si se tratara de un crimen bajo jurisdicción de la Corte-, a la espera de que la Corte Penal Internacional o los 
Estados competentes soliciten la extradición o la entrega; eso no quiere decir que se le juzgue acá. Pero para 
el caso de que no existan esas solicitudes, se hace de cuenta que el delito se cometió acá y se le puede juzgar, 
siempre y cuando exista semiplena prueba. Ese es el principio de jurisdicción universal entendido con cierta 
racionalidad. 


Hay legislaciones como la belga que, en su momento, permitía presentar una denuncia contra cualquier 
persona que en cualquier país del mundo hubiese cometido un crimen de lesa humanidad. Sabemos que eso 
puede tener su gran efecto político, pero no tiene un efecto garantista real. De lo que se trata aquí es de 
cumplir con los Convenios internacionales que obligan a tomar medidas, como el caso de aquel Convenio 
contra la tortura que lo dispone expresamente: el Estado uruguayo está obligado a tomar medidas si un 
sospechoso de haber incurrido en tortura se encuentra en jurisdicción nacional. No quiere decir que lo deba 
juzgar; debe tomar medidas, asegurar, comunicar al Estado de donde provino, al Estado en donde podía haber 
cometido crímenes, al Estado de su nacionalidad y esperar; evitar que se escape, para decirlo de una forma 
muy clara y en un lenguaje poco técnico. 


Algo a destacar en esos principios generales es la intervención de la víctima. Quizás podríamos haber sido 
mucho más profundos en este tema, por eso digo que todo proyecto es perfectible. Creo que tarde o temprano 
se va a tener que legislar sobre el procedimiento penal en general y dar a la víctima la facultad de poder 
intervenir en el proceso. En este caso se prevé, pero no en forma total; es un intermedio. Si me preguntan 
cuál fue la intención de ponerlo, debo decir que fue la de hacer una prueba o, por lo menos, dejarlo 
establecido. Si un Fiscal no interviene o un caso no se mueve cuando hay una denuncia, la víctima tiene el 
derecho de presentarse y pedir que el caso se pase a un reexamen a otro Fiscal. La víctima constituye 
domicilio y se le notificará de las resoluciones. El caso -hablando en términos absolutamente llanos- se puede 
reexaminar. Eso es, de alguna forma, incitar, urgir a que se tomen resoluciones; no convertir a la víctima en 


una parte querellante, que es quizás a lo que algún día se debería apuntar, pero la víctima o sus familiares 
están solamente en estos crímenes. Esta no es una reforma para todo el proceso penal; solo en estos crímenes 
las víctimas y sus familiares tienen determinada intervención, y creo que es necesario. 


Se establecen principios de reparación, que podemos ir viendo a medida que avance el proceso de discusión 
en la Comisión. 


En la segunda parte del proyecto, que es la de los crímenes, hay algunos aspectos que son innovadores para 
nuestro Derecho, y creo que si se sanciona estaríamos dando un paso formidable, un mensaje extraordinario 
del avance de los derechos humanos en general. 


Los crímenes de lesa humanidad, para que sean tales, tienen que ser cometidos en el marco de un plan 
sistemático o de un ataque generalizado contra la población civil. Esos crímenes, tal cual los define el 
Estatuto de Roma, están incorporados por la vía de la remisión. O sea que lo que dice el Estatuto de Roma 
está en el proyecto. Se considera que es de importancia fundamental que algunos actos que califican como 
crímenes de lesa humanidad cuando son cometidos dentro de un plan sistemático, también sean crímenes de 
lesa humanidad aunque sean actos aislados. 


Entonces, los principios de lesa humanidad se aplicarían para una serie de delitos que se están tipificando, 
que serían crímenes: el de desaparición forzada, el de tortura, el de homicidio por motivos políticos, el de la 
agresión sexual de una persona detenida, el de la privación grave de libertad por un agente del Estado. ¿Por 
qué? Porque esos delitos que se tipifican cumpliendo las Convenciones internacionales, ya son crímenes de 
lesa humanidad según el Estatuto de Roma -o sea que ya estarían tipificados- pero, además, se tipifican como 
actos aislados, con el calificativo de crímenes de lesa humanidad. ¿Por qué? Porque de lo que se trata es de 
entender el concepto de macrocriminalidad. Se llama macrocriminalidad a la criminalidad de los poderosos, a 
la criminalidad desde el Estado. El Estado es el que debe custodiar y garantizar que los ciudadanos -que tiene 
que cuidar- puedan satisfacer sus derechos humanos. Cuando el Estado, en lugar de garantizar los derechos 
humanos, los viola -no importa que sea un plan sistemático, que haya un padrón regular de conducta, que sea 
un ataque generalizado, porque es el mismo concepto del padre de familia que comete un delito contra un 
menor-, es gravísimo. Cuando un acto de desaparición forzada es cometido por el Estado o por un particular 
con la aquiescencia del Estado, es un acto gravísimo. Es lo mismo que un acto de tortura o que la agresión 
sexual contra una persona detenida. Entonces, entendemos que no importaría que se den dentro de un marco 
de ataque generalizado o plan sistemático para que sean imprescriptibles. Para que no haya eximentes en la 
obediencia debida, para que puedan ser juzgados en todo lugar -o sea, juzgar o extraditar-, para que no haya 
asilo, para que no haya refugio, para que haya responsabilidad jerárquica, se deben trasladar a estos crímenes 
los principios generales de los crímenes de lesa humanidad. 


En el crimen de genocidio, que se tipifica en el artículo 16, se va más allá de la Convención sobre genocidio 
y del Estatuto de Roma. Pero creo que es muy importante, porque el Estatuto de Roma prevé solamente 
cuatro grupos protegidos: nacionales, étnicos, raciales y religiosos, nada más; igual que la Convención de la 
década del cincuenta. Y eso es fruto de los acuerdos internacionales que se generaron cuando se consensuó 
este tipo de figuras, pero también debemos proteger otros grupos. Cualquier grupo con una identidad propia 
que sea aniquilado es genocidio, y así se entiende hoy en lo más avanzado del Derecho Internacional en 
cuanto a los derechos humanos. Si aplico estrictamente el Estatuto de Roma, eliminar por razones de género 
a un grupo social, cultural -no religioso- por identidad propia en razón de su discapacidad, de su salud o por 
su orientación sexual, no es genocidio, porque no estoy eliminando un grupo nacional, étnico, racial ni 
religioso. Entonces, hay que forzar la interpretación, que es lo que hicieron en España; en realidad, la 
intención era eliminar un grupo dentro del grupo nacional. Ese es el cambio que se dio en la jurisprudencia. 
Como podemos ir más allá del estándar mínimo del techo del Estatuto de Roma, nada impide que nuestra 
legislación tipifique el genocidio cultural, por ejemplo. Por eso digo que esto sería un avance muy 
importante, y así fue comprendido por todas las Organizaciones No Gubernamentales, por el Senado y se 
sancionó sin modificaciones. 


En materia de crímenes de guerra quisiera detenerme; las tipificaciones son cincuenta. Puede pensarse que 
esto está copiado de algún lado. Yo voy a ser muy claro en esto, porque en el Senado hubo comentarios al 
respecto. 


El proceso de trabajo para esta tipificación fue convergente. Por un lado se tomó el Estatuto de Roma y se 
eliminó la división entre conflictos armados internacionales e internos, que distingue el Estatuto de Roma. 


¿Por qué? Porque entendemos que es algo que tarde o temprano se va a superar en el mundo del derecho 
humanitario, es decir, los crímenes son los mismos se cometan en un conflicto armado interno o 
internacional. De esa forma se logró una categoría que si la comparan con lo que figura en el Estatuto de 
Roma advertirán que todo lo que está allí está comprendido en el numeral 1 y creo que en el numeral 36 del 
proyecto. Pero luego, la tipificación del Estatuto de Roma de crímenes de guerra no fue abarcativa de todos 
los que existieron en el Derecho Internacional en la época en que se sancionó el Estatuto de Roma; quedaron 
afuera muchos y algunas cuestiones muy importantes -algunas muy graves- como proscripción de armas. Yo 
creo que fue por una intencionalidad política en el momento en que se sanciona el Estatuto de Roma. 


Esto fue advertido por el Comité Internacional de la Cruz Roja en su momento y fue una de las grandes 
críticas que se le hizo al Estatuto de Roma; hay otros crímenes de guerra que no están hoy como crímenes 
internacionales 


Como en la interna nada nos impide ir más allá, lo que hicimos fue tomar todas las convenciones que 
disponen infracciones graves a los convenios de Ginebra, proscripción de determinadas armas o protección 
de bienes culturales e incorporarlas, tipificándolas como delito, como crimen de guerra. El Comité 
Internacional de la Cruz Roja revisó la tipificación y le pareció que era sumamente adecuada y moderna. 


Yo quiero dejar como material a la Comisión una conferencia que tuve oportunidad de dar en Washington en 
la asamblea de la OEA sobre este tema. Quiero decir algo que me llamó mucho la atención. Luego de que se 
discutiera este anteproyecto, Uruguay fue puesto como ejemplo de implementación, y uno tendría que 
aclararles que esto todavía no es ley, porque el Comité Internacional de la Cruz Roja ha señalado que la 
tipificación de los crímenes de guerra sería la más abarcativa de todas; quizá pasaríamos a ser uno de los 
países que la implemente mejor. No es letra muerta, y es muy importante que lo entendamos todos. 


Uruguay participa en las misiones de restablecimiento y mantenimiento de paz y allí aplica lo que se llama el 
Derecho Internacional humanitario, que es el derecho en los conflictos armados; y debemos tener una 
legislación moderna, actualizada para poder juzgar determinados actos de desvío que se lleguen a producir en 
esas misiones. Creo -como lo señalábamos en ocasión de nuestra visita a la OEA- que estar al día con las 
Convenciones Internacionales de Derecho Humanitario e implementarlas a nivel interno, es un mensaje de 
paz para los países chicos, es un mensaje acerca de que nosotros estamos por el derecho, de que no estamos 
por la guerra. Y como estamos por el derecho, si todos los países implementaran todas las convenciones, hoy 
muchos conflictos armados de los que andan por ahí, no tendrían ninguna sustentabilidad ni ninguna 
argumentación retórica para su justificación, porque la normativa internacional es muy clara. Lo que sucede 
es que recién estamos avanzando; recién existe una Corte Penal para poder juzgar individuos y determinadas 
conductas. 


Quiero dejar a la Comisión el texto de la conferencia como material de trabajo, porque justifica, de alguna 
forma, el método que hemos aplicado para la implementación. 


Existen otros delitos que se tipifican, como está establecido en los artículos 27,28 y 29. Algunos los hemos 
conversado con representantes en la época de discusión del anteproyecto; eso es muy importante. Uruguay 
tiene tipificado el lavado de dinero, pero tenemos que tipificar el lavado de dinero proveniente de estos 
crímenes, modificando la ley actual. 


Para capacitar sobre derechos humanos se establece la obligación de instalar y difundir programas de 
formación por parte del Estado en todos los ámbitos. 


La última parte del proyecto, que a alguien le puede parecer la más densa y en cierta forma lo es, se refiere a 
los mecanismos de cooperación con la Corte Penal Internacional; aquí el principio general es el deber de 
cooperación. ¿Por qué es densa? Porque el Estatuto de Roma es sumamente complejo y establece muchísimas 
variantes y puede dejar abiertas muchas ventanas en las labores de implementación para zafar de la 
obligación de colaborar. Por ejemplo, si en el país se está juzgando un caso, el Estado puede solicitar al Fiscal 
de la Corte Penal Internacional que se inhiba su competencia. Y la Corte Penal Internacional, los Estados y 
los expertos que trabajaron en esto saben que esa sería la maniobra ideal para poder evadir la responsabilidad. 
Se supone que estamos hablando de crímenes gravísimos. Aquí me quiero remitir al artículo 4* del proyecto 
que establece claramente que la jurisdicción nacional no se aplica cuando viene el pedido de entrega a la 
Corte, porque yo no juzgué; si estoy juzgando no hay entrega a la Corte, pero si no lo hice no puedo armar la 


parodia de un juicio y tengo que entregar. Una de las grandes preocupaciones de la Corte Penal Internacional 
es hasta qué punto los esfuerzos de los Estados en juzgar son auténticos. 


Existen muchas causales por las cuales el Estado puede abstenerse de colaborar con la Corte. La filosofía del 
proyecto fue no dejarlo en manos del Poder Ejecutivo, sino en manos de la Suprema Corte de Justicia que, de 
acuerdo con la Constitución, es la encargada de juzgar, inclusive, delitos contra el derecho de gente. Además, 
se establecen procedimientos de colaboración en los cuales interviene la Suprema Corte de Justicia. 


La Suprema Corte de Justicia fue consultada por la Comisión de Constitución y Legislación del Senado y 
presentó pequeñas modificaciones, pero, en líneas generales, compartió la filosofía, la pauta del proyecto. Yo 
creo que ese fue el punto de inflexión, porque aquí se le están dando atribuciones a la Suprema Corte de 
Justicia, inclusive, en algo muy delicado como podría ser invocar la causal de seguridad nacional para no 
colaborar. Allí se buscó un equilibrio entre el Poder Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia; es el único caso 
en que la Suprema Corte de Justicia no puede actuar de oficio sino que lo hace el Poder Ejecutivo. Pero la 
Suprema Corte de Justicia puede decir: "Señores, esa causal que usted me está invocando de seguridad 
nacional, no es de seguridad nacional"; es decir que tienen un equilibrio. No se interfiere con la competencia 
constitucional del Poder Ejecutivo ni con la de la Suprema Corte de Justicia; se califica. Pongo ese ejemplo 
ya que, quizá sea el más fuerte, porque de qué valdría tener todas las garantías de que quien va a resolver es 
la Suprema Corte de Justicia conforme al derecho, y dejar abierta la posibilidad de que se pueda invocar 
razones de seguridad nacional para no colaborar con la Corte Penal Internacional. En este caso, la Suprema 
Corte de Justicia, que es la que interviene en el procedimiento de cooperación, nunca puede plantearlo de 
oficio. El Poder Ejecutivo puede decirle a la Suprema Corte de Justicia que entiende que este pedido podría 
habilitar la seguridad nacional. Hablo en términos muy llanos, porque el procedimiento está regulado 
absolutamente con todas las garantías. 


Hay algunas normas que son novedosas en relación con la posibilidad de que determinadas personas, que 
fueron testigos de violaciones a los derechos humanos en otros países, no puedan trasladarse a la Corte Penal 
Internacional en Europa. Esto es algo que ha preocupado mucho a la Corte Penal, en relación a qué 
mecanismos tenemos para tomar declaración de testigos. Inclusive, fuimos un poquito más allá: 
permitiríamos que cualquier persona que tuviera algo que declarar, en un caso que fuese jurisdicción de la 
Corte, se presentara ante la Suprema Corte de Justicia y dijera que quiere declarar sobre un crimen ocurrido 
en determinado lugar. En este caso, la Suprema Corte de Justicia debería informar a la Corte Penal 
Internacional y a la persona que, para que se haga legalmente compatible con el Estatuto de la Corte Penal, 
debe declarar en la Corte Penal pero, igualmente, llegado el caso, se ofrece tomarle declaración y remitirla, 
porque, de alguna forma, puede llegar a servir como prueba, en cooperación con la Corte Penal. 


Por otra parte, se respetan las garantías de cualquier persona que esté inculpada, es decir que sea sospechosa 
de haber cometido estos crímenes, en materia de pedidos de asistencia de arrestos preventivos o medidas 
cautelares. También se prevé siempre la presencia de un traductor y la obligatoriedad de la presencia del 
abogado defensor; es un procedimiento muy reglado. Cuando hacía referencia a lo denso de la última parte 
del proyecto, no me refería a lo pesado sino a que es necesario tomar en cuenta todas las causales o todos los 
supuestos frente a la Corte Penal Internacional y tenerlos legislados. Si dejamos alguno abierto puede ocurrir 
que el día de mañana -ojalá que esto nunca se aplique- se le dé ventanas a los presuntos responsables. 


Hay otras razones por las que creo que el proyecto, a pesar de tener algunos elementos perfectibles, desde el 
punto de vista técnico, y ser mejorables, debería ser aprobado en los términos en que fue remitido al Senado. 
Una de ellas es que uno de sus artículos finales establece que se formará una Comisión de juristas para 
elaborar el artículo final -artículo 77-, un código de crímenes y delitos internacionales, porque entendemos 
que los delitos internacionales no son solamente estos, hay otros. En esta instancia, a nivel de la asamblea de 
Estados Parte de la Corte Penal Internacional se está tratando de definir el crimen de agresión, que quedó sin 
definir en el Estatuto de Roma. Puede haber otros crímenes y delitos internacionales que merecerían ser 
compilados. 


Al mismo tiempo, están en vías de instalarse dos Comisiones: una para la reforma del Código Penal y otra 
para la reforma del Código de Procedimiento Penal. Creo que sancionar este proyecto en la forma como 
viene articulado, con el consenso que tiene en la sociedad civil y en todos los operadores políticos, permitiría, 
en primer lugar, dar un mensaje rotundo desde el punto de vista ético hacia el pasado. Y, en segundo término, 
contar con un instrumento internacional adecuado y compatible, con un instrumento jurídico interno 


adecuado a Derecho Internacional, para demostrar el consenso que existe en la sociedad uruguaya, permitiría 
que nunca más se generen hechos de la naturaleza de los que podrían ser calificados como crímenes de lesa 
humanidad, genocidio o de guerra, independientemente de las falencias técnicas que pudiera haber en algunas 
artículos. 


A mí me preocupa un solo artículo. Pensé que estaba mal realizada la remisión, que era un error de tipeo y 
que debería haber merecido una modificación, porque en mi versión hacía referencia al artículo 68, pero 
seguramente era un borrador porque está bien en la versión que cita el artículo 27 del proyecto, que hace 
referencia al artículo 70 del Estatuto de Roma. 


Reitero que el proyecto es perfectible; yo no soy ningún profesor como para hacer un proyecto perfecto. Creo 
y 

que hay gente muchísimo más capaz que nosotros para perfeccionar este proyecto. Ha generado un consenso 

y cuando llegue a la instancia de reformarlo serán los catedráticos, los profesores los que le darán la mejor 

forma. 


Para mí ha sido un honor haber participado en su proceso de elaboración y espero que me inviten el día de la 
votación. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Brevemente, queremos agradecer al doctor López Goldaracena no solo su 
concurrencia, sino el haber aceptado la invitación de la Comisión. 


Nosotros hemos compartido más de una oportunidad con el doctor López Goldaracena. Sabemos de su 
compromiso con el tema, pero también cuánto ha trabajado para que, en definitiva, esto se concrete. 


Por supuesto que todo proyecto de ley es perfectible, pero, sin lugar a dudas, una ley de estas características 
significa un avance sustancial en nuestra normativa interna, y ni qué hablar de lo que significa para las 
mujeres, desde la Corte Penal Internacional hasta ahora, contar con la tipificación de delitos con la 
perspectiva de género que se está dando en estas normativas. 


Me gustaría señalar al doctor López Goldaracena, independientemente de que comparto el proyecto tal cual 
vino del Senado, que pocas cosas más podrían mejorarse de un proyecto tan cuidadoso, tan abarcativo y tan 
respetuoso de no dejar nada afuera. 


Al finalizar, el doctor señalaba el tema de los acuerdos. Yo creo que la forma en que se llegó a estos acuerdos 
en el Senado, de alguna manera está señalando una voluntad política muy importante en estos tiempos, que 
me parece no menor. Doy por descontado -y sé que mis compañeros lo comparten-, que ese mismo espíritu 
va a primar en la Comisión de Derechos Humanos, así como también en esta Cámara. 


Adelanto que a mí no me gustaría cambiar una coma ni un punto al proyecto que vino del Senado, porque me 
parece, por el contexto histórico que estamos viviendo y porque hay una señal de la sociedad -como lo 
mencionaba el doctor-, que es tiempo de tratarlo cuanto antes en el plenario de la Cámara y que se convierta 
en ley. 


Como hemos compartido alguna instancia de trabajo con el doctor, no quería que se retirara de la reunión sin 
adelantarle mi opinión sobre el tema. Sé que los compañeros la comparten, porque realmente estamos todos 
trabajando para que lo más rápido posible esté en el orden del día de la Cámara y se convierta en ley. 


Nuevamente agradezco la deferencia del doctor López Goldaracena de venir a la Comisión y también su 
compromiso con este tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En primer término, quiero agradecer a nuestro ilustre visitante su aporte en 
este tema; si bien por diferentes motivos no hemos podido estar en otras instancias en las que se ha 
analizado esta cuestión, le damos mucha importancia al hecho de que Uruguay pueda actualizar su 
legislación y contar con un instrumento que permita que muchos crímenes y delitos que se cometen 
reciban su justo castigo. 


Sé que el ánimo general es el de no tocar el proyecto y, además, personalmente no tengo elementos como 
para pretender modificar algo; simplemente, quisiera que me ilustrara un poco acerca de estos temas que, 


para nosotros, son nuevos por lo menos en cuanto a la visión jurídica. En ese sentido, voy a plantear un par 
de dudas. 


En el artículo 28 se habla de la estafa cuando es cometida por personas físicas o representantes o empleados 
de personas jurídicas sujetas al control del Banco Central del Uruguay en el ejercicio de funciones -o sea, 
todos los empleados bancarios-, y se establece que la víctima podría sentirse amparada por lo que en este 
caso se dispone. Sin embargo, cuando se habla de que el Estado tiene que resarcir a la víctima, no se hace 
referencia a este título, o sea que quedaría excluido de esa reparación. Quisiera que me confirmara si mi 
interpretación es acertada. 


Por otra parte, me gustaría que me aclarara un poco el alcance del artículo 29, porque en Uruguay ha habido 
genocidios -esto depende de la lectura que se haga de la historia; yo me afilio a una corriente de pensamiento 
que considera que se han dado en nuestro país- y no sé si se hace o no apología de ese delito ni si lo que se 
plantea tiene algún límite en el tiempo hacia atrás. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En el artículo 28 se recoge una disposición que ya está vigente, 
referida al lavado del dinero relacionado con supuestos vinculados con el terrorismo, al contrabando 
superior a los US$ 20.000 y al tráfico ilícito de armas, explosivos y municiones. Yo puedo tener mis 
reparos con respecto a la fórmula vigente -por las razones que esgrime el señor Diputado o por otras; 
quiero decirlo con toda claridad-, pero me pareció oportuno no ingresar en el tema del lavado de 
dinero sino agregar a los hechos que se consideran generadores de lavado de dinero y represivos tres 
conceptos: crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidio. Esta es la única modificación 
que se plantea a la legislación vigente. Quiere decir que para estos casos aplica todo el régimen penal 
represivo vigente para el lavado de dinero, que hoy refiere exclusivamente a armas, explosivos, 
proxenetismo, tráfico de drogas, extorsión, tráfico de órganos, tráfico de sustancias nucleares, tráfico 
de obras de arte, etcétera. Nosotros incluimos estos tres crímenes en primer lugar en la lista porque 
creemos que son mucho más graves que los otros. 


Podría ser que los crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidios estuvieran comprendidos en 
conductas anteriores. Por ejemplo, si se trata de un homicidio simple, rige el Código Penal; si se trata de un 
homicidio por motivos políticos, estamos ante un homicidio político, como acto aislado; puede tratarse de un 
homicidio con intención de destruir un grupo, y eso califica como genocidio. Quiere decir que un mismo 
hecho puede tener consecuencias y escalas distintas de acuerdo con la calificación jurídica que los 
legisladores le dan cuando crean la norma jurídica. Es importante socializar este concepto, porque alguien 
puede decir: "El homicidio ya está tipificado en nuestro Código Penal, ¿por qué crear, entonces, el homicidio 
político?". Lo hacemos porque la sociedad entiende necesario darle relevancia y hacer que, cuando sea 
cometido por un agente del Estado, tenga una pena mayor. Alguien podría preguntarse: "¿El homicidio no 
subsume al genocidio?". Sí, claro, pero si se puede probar que fue cometido con la intención de destruir un 
grupo, es genocidio. Menciono esto por asociación de ideas dado que, según las circunstancias, el lavado de 
dinero podría calificar como crimen de lesa humanidad o también como proxenetismo, extorsión o secuestro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- ¿Qué opina en cuanto a dejar establecida la cifra de US$ 20.000? Lo pregunto 
porque a veces uno ve leyes que incluyen cifras que al poco tiempo de haber sido aprobadas ya no 
parecen ser las adecuadas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Yo estaría de acuerdo con reformular la legislación sobre lavado 
de dinero para modificar las cifras, pero no sé si sería de buena técnica legislativa, porque estamos 
cambiando un solo artículo de todas las disposiciones normativas sobre esta materia. A mí me rechinó 
lo mismo que al señor Diputado, pero preferí copiar lo que decía la norma porque lo único que quería 
incorporar era un tema valorativo, incluyendo los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad 
y el genocidio. 


El artículo 29 refiere a apología de hechos pasados y creo que la explicación está contenida en la exposición 
de motivos. Existe ya el delito de apología del delito, el gran problema en este caso -y podría desatar una 
discusión académica de nunca acabar- es si cuando alguien hace apología de algo que, en su momento, no era 
delito, está haciendo o no apología del delito. Por ejemplo, si yo puedo hacer apología del genocidio charrúa 
o de los genocidios de la Segunda Guerra Mundial, ¿estoy cometiendo un delito o no? Por ahora, el genocidio 


no es delito; hasta que no se sancione esta ley, no lo será. Desde el punto de vista académico alguien podría 
decir que estoy haciendo apología del delito, pero, ¿de qué delito si en su momento no era delito? Si hago 
apología de determinado tipo de esclavitud que, en su momento, no era delito, ¿estoy haciendo apología del 
delito? 


Teniendo en cuenta esto, me pareció que en este caso había que dar un mensaje rotundo desde el punto de 
vista ético, para ser claros, para que no existieran dudas. En el artículo se establece que estará cometiendo un 
delito quien haga públicamente la apología de hechos anteriores a la entrada en vigencia de la ley que si esta 
ley hubiese estado vigente hubiesen calificado como crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra. 
Aclaro que hablamos de delito, no de crimen -quiero hacer la diferenciación-; es un delito común, inclusive, 
excarcelable. ¿Qué mensaje estaríamos dando si dejáramos este aspecto descubierto, si contáramos con toda 
esta legislación pero alguien pudiera hacer apología o defensa de hechos y decir que no está haciendo 
apología del delito porque esos hechos no eran delitos? 


(Diálogos) 


En cuanto a la desaparición forzada de personas nos encontramos con que ya constituye un delito 
porque hay privación de libertad. 


Lo que quiero decir es que estamos más ante un mensaje ético que ante una norma, porque hoy ya existe la 
apología del delito; lo que queremos es cerrar ventanas. 


En lo personal, puedo coincidir con que en Uruguay pueden haber existido genocidios; en ese caso, será el 
Juez el que determinará si existieron o no, por decirlo así. Pero si esta ley hubiera estado vigente en esa época 
¿hubiese sido genocidio o no? No sé, pero es una forma de acotar o dar valores para el debate. 


¡Cuidado! Se habla de apología, no de difusión. Vamos a ser muy precisos: apología es embanderar, ensalzar, 
es decir, defender hasta un grado más allá de lo racional; no es difundir, porque si no estaríamos violando 
derechos humanos. Todo el mundo tiene derecho a tener opiniones sobre derechos pasados; distinto es el 
hecho de ensalzarlos haciendo una apología pública. No es un tema menor; es un tema de acotar valores. 


SEÑOR BERNINI.- No tuve el placer y el honor de escuchar al doctor en todo el proceso. Recién hoy lo 
estoy conociendo y agradezco muchísimo que haya tenido la capacidad de síntesis para su exposición, 
sobre todo del contenido del proyecto. Como no viví este proceso, me va a servir mucho para pasarlo 
por este tamiz e interpretarlo, fundamentalmente, desde el punto de vista conceptual. 


También destaco cuál ha sido el trabajo realizado. Es un proyecto elaborado a partir de la participación más 
amplia de los distintos estamentos sociales, organizaciones no gubernamentales, institucionales o no. Pienso 
que esta es la mejor manera de procesar leyes que tienen un alcance tan importante como esta, y eso hay que 
destacarlo. 


Por otra parte, que hasta ahora haya contado con los acuerdos políticos unánimes -digo hasta ahora porque 
falta su tratamiento en la Cámara de Diputados; esperamos que esas unanimidades se mantengan- enaltece al 
proyecto. 


Otro aspecto a destacar es que, quizás, esta ley podrá ser aplicada muy pocas veces pero, sin duda, define una 
expresión ética del conjunto de la sociedad y, particularmente, de su clase política. Eso tiene un valor y un 
contenido ético, moral, social y colectivo, nada más y nada menos que de su expresión política máxima en un 
Estado democrático como el nuestro. Es una señal al mundo que deja ubicado al país en inmejorables 
condiciones y, además -por lo que dice el doctor-, es una innovación que quizás en otros cuerpos normativos, 
nacionales o internacionales, no esté establecido por lo menos en forma de compendio. Una vez más, 
Uruguay queda muy bien posicionado, como en otras épocas de nuestra historia, que lo ubicaron en la 
vanguardia de la legislación, sobre todo en el derecho de trabajadores, de género, etcétera. Esto es lo que más 
destacaría desde el punto de vista político, ético y moral como Estado, como Nación, como sociedad. 


Por último, considero que todo tiene un tiempo para que se dé. No creo que sea casualidad; creo que los 
tiempos políticos que estamos viviendo contribuyen. Digo esto por lo que nuestro invitado ha anunciado, en 
cuanto a que fue convocado por parte de un Ministerio para que comenzara a trabajar el tema. Pienso que el 


nivel de madurez que tenemos como Estado, como sociedad, hoy nos permite avanzar en este tipo de 
legislación contando con unanimidades, que es lo que lo hace aún mucho más resaltable. Reitero que todo 
tiene su tiempo, y no es casualidad que estemos en este momento hablando de estas cosas; se dan las 
condiciones para ello. 


Por lo tanto, lo saludo, lo felicito y le agradezco porque me ha dado muchos elementos para interpretar 
adecuadamente el proyecto. 


SEÑOR ESPINOSA.- No puedo dejar escapar la posibilidad para saludar y felicitar al doctor López 
Goldaracena. Hemos tenido el gusto de conocerlo en los trabajos de la institución nacional de derechos 
humanos y quiero destacar, por encima de la capacidad, la experiencia y el cariño que ha puesto en 
estos temas, su sensibilidad. Creo que es muy fácil ver la forma en que trabaja, en que se expresa, para 
saber que acá hay mucho corazón, mucha pasión, mucho conocimiento, y eso quiero destacarlo. 


Por otra parte, estamos de acuerdo tanto con lo que ha expresado el señor Diputado Bernini como la señora 
Diputada Argimón, conceptos que ratificamos, y creo que se ha hecho bien en valorar, no solo como 
expresión legislativa sino como política, esa unanimidad que, seguramente, podremos dar también desde esta 
Comisión y después ratificarla en el plenario. 


El señor Diputado Bernini ya dijo algo que teníamos pensado decir, pero lo reiteramos: creo que Uruguay, 
con este tipo de acciones legislativas, vuelve a tomar sitiales de honor, sitiales de preferencia legislativa, y 
más en un concepto en el que todos debemos unirnos, que es el respeto a los derechos humanos. 


Por lo tanto, felicitamos al doctor y le decimos que ha sido un gusto tenerlo con nosotros. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera efectuar algún agregado que hace al tema. 


Se tomaron en cuenta antecedentes legislativos discutidos en las Comisiones de Constitución y Legislación y 
de Derechos Humanos. Me refiero a proyectos anteriores como, el primer proyecto que presentamos junto a 
los doctores Schurman Pacheco y Alejandro Artucio entre los años 1985 y 1986 por el Colegio de Abogados. 
Hubo una serie, quizás sucesiva e histórica, de proyectos de crímenes de lesa humanidad. Quizás la historia 
indicó que este sea el proyecto que se apruebe, pero tiene unos antecedentes de discusión y elaboración que 
quería resaltar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Parte de mi intervención tenía que ver con eso. 


En la Comisión de Derechos Humanos teníamos un proyecto mucho menos ambicioso que este, en el que 
habíamos trabajado y, prácticamente, habíamos consensuado. Cuando se presenta este anteproyecto -el 12 de 
mayo- y tomamos contacto con él, vimos que había una elaboración mucho más ambiciosa y, como Comisión 
de Derechos Humanos, nos plegamos al trabajo en esta dirección. Obviamente, esperamos para ver a qué 
Cámara ingresaba, y se dio que fuera por el Senado. Por lo tanto, en este caso, nos tocó ser segunda Cámara. 
Pero -me atrevo a decir que estoy representando el espíritu de mis colegas- no creo que en la Comisión 
hubiéramos hecho demasiadas modificaciones a su anteproyecto. Es más; antes de tener el texto salido de la 
Cámara de Senadores, su anteproyecto nos ha servido para debatir o trasmitir las ideas que tenía. Inclusive - 
como el doctor ha dicho-, tiene una numeración casi similar. 


Quería reivindicar lo que fue contar con el anteproyecto antes de que se empezara a trabajar en él en la 
Cámara de Senadores, porque fue un material invalorable para difundir qué era lo que estábamos por tratar y 
qué pensábamos que teníamos que hacer con respecto a estos temas. Ahora estamos en una etapa que nos va a 
llevar menos tiempo y creo que esta Comisión, que en general ha trabajado siempre por consenso y con una 
mirada muy clara en lo que respecta a derechos humanos, lo aprobará rápidamente y, quizás, el doctor va a 
ser nuestro invitado especial. 


Agradecemos mucho su presencia. 


(Se retira de Sala el doctor López Goldaracena) 


Quiero trasmitir que, de acuerdo con lo resuelto en la sesión anterior y a solicitud del señor 
Diputado Espinosa, elevamos una nota a la Presidencia de la Cámara de Representantes sobre lo que 
había planteado con respecto al conflicto del Medio Oriente. 


Dice así: "Señor Presidente de la Cámara de Representantes.- Doctor Julio Cardozo.- De nuestra mejor 
estima: La Comisión de Derechos Humanos hace llegar a usted, y por su intermedio al Cuerpo, su 
preocupación por la situación que se está viviendo en Medio Oriente y manifiesta su aspiración a que se 
redoblen esfuerzos para lograr que se retome el diálogo y se transite el camino de la paz.- Sin otro particular, 
y solicitando al señor Presidente un rápido trámite que permita canalizar esta preocupación le saludamos con 
la más alta estima.- DANIELA PAYSSÉ.- Presidenta.- SUSANA CARBALLAL - Secretaria". 


Esta nota entró el 1” de agosto a la hora 17 y 30 a la Presidencia de la Cámara y creo que cumple con el 
espíritu del planteo del señor Diputado Espinosa, que era muy claro. 


Consideramos que era correcto, como Comisión de Derechos Humanos, hacer realidad esa aspiración. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


